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SE PUBLICA TODOS LOS DIAS MENOS LOS FESTIVOS

SusGripción para la capital

(jn año........... ........... .. 33,50pesetas

Seis meses........................ 17‘50 *

Tres id.......................... 9 »
Húmero suelto 25 céntimos.

Las leyes obligarán en la Península, Islas adyacentes, Canarias y territorios de Africa sujetos 
a k. legislación peninsular, a los veinte días de su promulgación.

Se entiende hecha la promulgación el dia en que termine la inserción de la ley en la troce, a.— 
(Art. l.° del Código Civil.)=Inmediatamente que los Sres. Alcaldes y Secretarios reciban aste 
Boletín dispondrán que se fije un ejemplar en el sitio de costumbre, donde permanecerá l ista 
el recibo del número siguiente.—Los Sres. Secretarios cuidarán, bajo su más estrecha responsabi­
lidad, de conservar los números de este Boletín coleccionados ordenadamente para su encr ador­
nación, que deberá verificarse al final de cada año.

o -----------------------------
EDICTOS DE PAGO Y ANUNCIOS DE INTERÉS PARTICULAR, A CINCUENTA CÉNTIMOS LÍNEA

Suscripción para inora da la capital

Un año........................... 36 pesetas

Seis meses...................... 18,50 »

Tres id.................. ... 10 »
Pago adelantado.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO 
DE MINISTROS

DECRETOS

En el expediente y autos de com­
petencia suscitada por el Goberna - 
dor civil de Alava al Juzgado de 
primera instancia de Amurrio, sobre 
reclamación de honorarios por el 
Ingeniero D. Matías Urruticoechea, 
de los cuales resulta: que con fecha 
2 de diciembre último el Ingeniero 
de Montes D. Matías Urruticoechea 
y Acha presentó demanda ante el 
Juzgado de primera instancia de 
Amurrio expresando:

Que nombrado ingeniero de Mon­
tes municipal de Llodio, sin retribu­
ción fija, pero sin que ello excluye­
se el cobro por su parte de los tra­
bajos que le fueran encomendados, 
fuéle encargado por el Alcalde el 
estudio de la conducción y distribu­
ción de aguas del arroyo llamado de 
Otarte, lo que hizo presentando un 
proyecto de replanteo que es el que 
luego fué ejecutado; que en sesión 
de abril de 1928 la comisión perma­
nente del Ayuntamiento le enco­
mendó la formación del pliego de 
condiciones facultativas y económi­
cas para el aprovechamiento de las 
citadas aguas, cuyo encargo llevó 
asimismo a cabo; que adjudicadas 
las obras a la Compañía «Izarraga y 
Pérez», dieron comienzo bajo la 
dirección técnica del actor, quien, 
al presentar mensualmente al Ayun­
tamiento las valoraciones, consigna­
ba en ellas el tanto por ciento que 
a su trabajo correspondía, dejando 
«1 cobro de estas cantidades, a pe­
tición del Alcalde, para cuando es­
tuviesen terminadas las obras; que 
legado este momento en noviembre 
tie 1929 y presentadas las minutas 
de sus honorarios estableciendo por

separado los conceptos de con­
ducción y distribución, el Ayunta­
miento no puso reparo a saldar la 
partida de 6.311,20 pesetas que im­
portaba el primero, y se negó al pa- 

, go de las otras dos partidas de pe­
setas 2.294 y 951*30 a que ascendía 
el segundo; que encargado asimis­
mo de la ampliación de la traída de 
aguas al barrio llamado de Gardea, 
y una vez ejecutado este proyecto, 
presentó a la Corporación una mi­
nuta de 1.645 pesetas 50 céntimos, 
la cual, aprobada en sesión muníci- , 
pal, no le ha sido abonada; que por , 
acuerdo de la Comisión permanente 
ejecutó asimismo las obras de un mu­
ro y paseo en la margen derecha del 
rio Nervión, cuyos honorarios, por 
valor de 1.329 pesetas 25 cénti­
mos, tampoco le han sido abonadas; 
que comisionado por el Ayunta­
miento para llevar a cabo en la Di­
putación el estudio y redacción de 
unas Ordenanzas de Montes de la 
provincia, hizo gastos por valor de 
62 pesetas, que reclamó del Ayun­
tamiento, quien aprobó la cuenta, 
pero no la pagó; que no obstante 
haber acudido en diversas ocasio­
nes al Ayuntamiento de Llodio con 
la pretensión de hacer efectivos di-- 
chos créditos, no ha podido conse­
guirlo; terminando con la súplica de 
que se tenga por formulada deman­
da contra dicho Ayuntamiento y que 
se dicte sentencia condenando a 
éste al pago de las 6.282 pesetas 
cinco céntimos, suma total a que 
ascienden los honorarios no perci­
bidos, con más los intereses de la 
misma.

Que, comparecida en forma la 
Corporación demandada, contestó 
a la demanda declarando que si le 
fueron encargados al actor los tra­
bajos realizados fué por la creencia

general en el pueblo de que no co­
braba nada por ellos, fundada en el 
hecho de haber aceptado el cargo 
de Ingeniero municipal, sin sueldo, 
y en*las manifestaciones hechas 
por el propio demandante a sus 
amistades; opone la excepción dila­
toria de incompetencia de jurisdic­
ción ante la invasión de atribucio­
nes que supone por parte del Tri­
bunal el pretender conocer en cues­
tiones diferentes al cumplimiento de 
un contrato administrativo, y solici­
ta del Juzgado que; caso de no es­
timar la incompetencia, absuelva al 
Ayuntamiento de la demanda.

Que instado por el Alcalde de 
Llodio, del Gobierno civil de Ala­
va, requerimiento de inhibición al 
Juzgado en favor de la Autoridad 
administrativa, el Gobernador, lue­
go de oir a la Abogacía del Estado 
de la provincia y fundándose en el 
articulo 150 del Estatuto municipal 
y 72 de la ley orgánica de 1877, 
que declaran ser atribución exclusi­
va de los Ayuntamientos el servicio 
de abastecimiento de aguas, e in­
vocando el artículo 5.° de la ley de 
28 de junio de 1894, que reserva 
para la Administración el conoci­
miento de las cuestiones referentes 
al cumplimiento de los contratos de 
obras y servicios públicos, requirió 
de inhibición el Juzgado.

Que el Juzgado de Amurrio, de 
acuerdo con el informe del Fiscal y 
luego de celebrada la oportuna vista, 
dictó auto insistiendo en su compe­
tencia, por entender que la forma­
ción de un proyecto de obras y la di­
rección délas mismas no constitu­
yen por sí solas ningún servicio pú­
blico, y por ello, al encomendar es­
tos trabajos a un técnico, se celebró 
un contrato meramente privado, del 
cual toca conocer a los Tribunales.

Que insistiendo el Gobernador en 
su.requirímiento, tras nuevo informe 
del Abogado del Estado, fueron ele­
vadas las actuaciones a la Presiden­
cia del Consejo de Ministros, sur­
giendo de lo expuesto el presente 
conflicto:

Vistos el artículo 1.50 del Estatuto 
municipal: «Es de la exclusiva com­
petencia de los Ayuntamientos su­
bordinada tan sólo a la observancia 
de las leyes generales...,el gobierno 
y dirección de los intereses peculia­
res de los pueblos... y en particular 
cuanto guarde relación con los obje­
tos siguientes: ... 9.° Abastecimien­
to de aguas y destino de las residua­
les, lavaderos, abrevaderos, balnea­
rios y servicios análogos ... 21 Con­
tratos y concesiones para obras, edi- 

' fíelos, instalaciones para servicios 
‘ públicos, etc.»

Visto el artículo 78 del Reglamen- 
' to de Procedimiento municipal, de 
' 23 de agosto de 1924, que establece: 
' «Los Alcaldes, como representantes 

del Ayuntamiento y en cumplimien­
to de acuerdo adoptado por el Pleno 
de éste, podrán promover cuestio­
nes de competencia a los Tribunales 
de Justicia para reclamar el conoci­
miento de los asuntos que, con arre­
glo al Estatuto y sus Reglamentos, 
correspondan a la Administración 
municipal.»

Visto el artículo 3.° del Decreto 
de 16 de junio de 1931, declarado 
Ley por la de 15 de septiembre del 
propio año, que dispone: <Se esti­
man reducidos al rango de precep­
tos puramente reglamentarios, váli­
dos si se conforman con ei texto 
de Leyes votadas en Cortes ... Real 
decreto de 23 de agosto de 1924 so­
bre Procedimiento municipal.»

Considerando que tanto la corf- 
. atación de los servicios de abaste*
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conoci-

interdictales.

'i
personalidad 
responder de

Que no puederepu- 
cita legal de textos a 
de fundar el requeri-

Que la 
debido

b) En la incompetencia de los 
Tribunales para admitir interdictos 
contra la Administración, conforme 
con lo dispuesto en la resolución de 
29 de noviembre de 1848, en reite­
rada jurisprudencia y en la Real or­
den de 8 de mayo de 1839; y

c) En el acta en que consta la 
entrega hecha por la Alcaldía de 
Guadix al Sr. Ingeniero Jefe de la 
División Hidráulica del Guadalqui­
vir, de los terrenos de propiedad 
particular ocupados por las obras de 
encauzamiento y defensa del río 
Guadix y Rambla de Fiñana.

Que substanciado el incidente de 
competencia, el Juzgado, no obstan­
te el dictamen fiscal favorable a la 
inhibición, mantuvo su competencia 
alegando el incumplimiento de la 
vigente ley de Expropiación forzo­
sa al no haberse pagado ni deposi­
tado el valor de los terrenos objeto 
de los interdictos en cuestión y de 
acuerdo con lo preceptuado en los 
Reales decretos de 8 de marzo de 
1894, 4 de marzo de 1931 y resolu­
ción de 18 de junio de 1931.

1 Que el Gobernador, conforme 
con lo informado de nuevo por la 
Abogacía del Estado, insistió en el

de la competencia de la Adminis­
tración el articulo 22 de la Ley de
7 de julio de 1911 y Real orden de
8 de mayo de 1839, surgiendo de 
lo expuesto el presente conflicto.

Vistos: el artículo 2.° del Real de­
creto de 8 de septiembre de 1887, 
según el cual «sólo los Gobernado­
res de provincia podrán promover 
cuestiones de competencia, y úni­
camente las suscitarán para recla­
mar el conocimiento de los nego­
cios que en virtud de disposición 
expresa corresponda a los mismos 
Gobernadores, a las Autoridades 
dependientes de ellos o a la Admi­
nistración pública en general. Las 
partes interesadas podrán deducir 
ante la Autoridad administrativa las 
declinatorias que creyesen conve­
nientes.»

El artículo 5.° del mismo Real de­
creto en el que se consigna que: 
«Los Gobernadores, oidas las Co­
misiones provinciales, hoy los Abo­
gados del Estado, harán los reque­
rimientos de inhibición a los Jueces 
o Tribunales que estén conociendo 
del asunto, y sólo cuando unos u 

, otros procedan por delegación, se 
dirigirán aquéllos ai Tribunal dele­
gante. Por tanto, los Jueces de ins­
trucción deberán sostener en su 
caso las cuestiones de competencia 
que promuevan los Gobernadores,

nistración el conocimiento del ne­
gocio, implican dos vicios sustan­
ciales de procedimiento, que impi­
den resolver la contienda en cuanto 
al fondo.

Conformándome con lo consulta­
do por el Consejo de Estado,

Vengo en declarar mal suscitada 
esta competencia, que no ha lugar 
a decidirla y lo acordado.

Dado en Madrid a quince de julio 
de mil novecientos treinta y dos.= 
Niceto Alcalá-Zamora y Torres.= 
El Presidente del Consejo de Mi­
nistros, Manuel Azaña.

En el expediente y autos de com- I 
petencia suscitada entre el Gober- i 
nadot civil de Granada y el Juez de 
primera instancia e instrucción de 
Guadix, de los cuales resulta: ,

Que en el Juzgado de primera 1 
instancia e instrucción de Guadix se 
tramitan tres interdictos de recobrar, 
interpuestos por D. Torcuato García 
Ruiz, D. Francisco Martínez Ruiz y 
D. Pedro González López, respec­
tivamente, en conceptos de arrenda­
tarios de la huerta denominada del 
Remo, propiedad de D. Juan de 
Dios Beas Ramos y de D.a Rosario 
Villalba, contra D. Francisco Martí­
nez Girón, contratista de las obras 
de encauzamiento y defensa del río 
Guadix y de la Rambla de Fiñana.

Que el Gobernador civil de la pro­
vincia, de acuerdo con el informe 
de la Abogacía del Estado, requirió 
de inhibición al Juzgado en las men­
cionadas demandas 
fundándose:

a) En la falta de 
del demandado para 
una acción interdicta!, que sólo hu­
biera podido dirigirse contra la Ad- 
in'n'str^ción púb'ica.

cimiento de aguas, alineación de 
paseos, etcétera, llevados a cabo 
por el Ayuntamiento de Llodio, co­
mo la contratación de servicios pro­
fesionales verificada por el mismo, 
son asuntos en los que ha venido 
entendiendo legítimamente la Auto­
ridad municipal, por declararlos la 
Ley de su competencia: ¡

Considerando que en vigor el ar­
tículo 78 y disposiciones del Regla­
mento de Procedimiento municipal, 
conservan hoy los Alcaldes la fa­
cultad de promover por sí compe- , 
tencias en materias que, como la 
presente, pertenecen a su exclusiva 
competencia: ¡

Considerando que el no haber 
sido suscitada la presente compe­
tencia por el Alcalde de Llodio, sino 
por el Gobernador civil de Alava, 
constituye en consecuencia un vicio 
sustancial de procedimiento que im­
pide resolver la contienda en cuanto 
al fondo:

Conformándome con lo consulta­
do por la Comisión permanente del 
Consejo de Estado:

Vengo en declarar mal suscitada 
esta competencia y que no ha lugar 
a decidirla y lo acordado.

Dado en Madrid a quince de julio 1 requerimiento, invocando en apoyo 
de mil novecientos treinta y dos.= 
Niceto Alcalá-Zamora y Torres.=El 
Presidente del Consejo de Minis­
tros, Manuel Azaña.

En el preámbulo del Rea! decre­
to de 13 de marzo de 1930, se 
apunta que la obra de revisión que 
el Gobierno que lo suscribe se 
propuso, para restituir a la ciudada­
nía española las garantías jurídicas 
que le son debidas, aparecía como 
de urgente necesidad la del Real de­
creto de 16 de mayo de 1926, que 
quizáscomo ninguna otra disposición 
del Gobierno de la Dictadura ma­
nifestó el carácter excepcional, atri­
buyéndola facultades sin límites 
preestablecidas, que garantizar pu­
dieran a los individuos y a las Cor­
poraciones contra la acción discre­
cional gubernativa; para lo cual, ar­
ticuló la apertura de plazos ene/ 
tiempo y en la forma que las leyes 
vigentes establecían para que los 
particulares que se consideraran le­
sionados en sus Intereses por in­
fracción de derechos que individual­
mente les están atribuidos, pudie­
ran entablar los recursos guberna­
tivos, contencioso-administrativos o 
procedimientos judiciales de carác­
ter civil que las propias leyes auto­
rizan, contra cualquier resolución, 
acto administrativo o gubernativo, 
que siendo susceptible de ellos, 
conforme a las leyes en vigor, no 
hubieran podido ejecutarse por dis­
posición especial de fecha posterior 
al 13 de septiembre de 1923, o haya 
sido impedida la continuación de 
recurso o procedimiento en cual- 
quier trámite, por disposiciones de 

i aquella naturaleza, pudiéndose en 
este último caso proseguir a instan­
cia de los interesados, deducida 
ésta en el plazo de un mes, a con­
tar desde la fecha de la publicación 
del citado Decreto-ley, reponiéndo­
le al momento de su suspensión.

Pero la obra de la Dictadura fué 
tan demoledora y su estrago tan 
enorme, que el paliativo empleado 
fué insuficiente, haciéndose indis 
p=nsab'e el utilizar nuevas pautas, 
que si no radicalmente restableció

mientras los procesos se encuen 
tren en el período de sumario.»

El artículo 8.° del mismo Real 
decreto: «Siempre que el Goberna­
dor requiera de inhibición a un i ri- 
bunal o Juzgado ordinario o espe­
cial, manifestará indispensablemen- 

¡ te las razones que le asistan y el 
' texto de la disposición legal en que 

se apoye para reclamar el 
miento del negocio.»

Considerando: Primero.
Autoridad gubernativa ha 
dirigir al Juzgado un oficio inhibi­
torio para cada uno de los tres 
juicios, que por interposición de 
demanda interdictal venía aquél 
conociendo, y no dirigir uno sólo 
para las tres demandas interdíc­
tales en cuestión, pues según cons­
tante jurisprudencia, para que se 
entienda cumplido el articulo 5.° del 
Real decreto de 8 de septiembre 
de 1887, es preciso que el Gober­
nador haga un requerimiento espe­
cial y concreto para cada asunto de 
aquellos en que el Tribunal reque­
rido se halla conociendo, sin que 
pueda excusar esta obligación la 
mayor o menor identidad análoga o 
relación que exista en el fondo de 
los diversos negocios origen del 
conflicto, siendo los fundamentos 
de esta doctrina que la Autoridad 
requerida debe conocer las razones 
que ha tenido la requirente para 
promover la competencia, y estas 
razones pueden variar en los diver­
sos asuntos, que puede observarse 
el procedimiento en un asunto y 
puede faltarse en el otro, y sobre 
todo que el Decreto resolutorio ha 
de recaer sobre cada asunto deter­
minado.

Segundo, 
tarse como 
los efectos 
miento, de acuerdo con el artículo 
8.° del Real decreto de 8 de sep­
tiembre de 1887, la alegación de la 
Real orden de 8 de mayo de 1839, 
y Decretos resolutorios de cuestio­
nes de competencia, sin que pueda 
subsanarse este vicio sustancial, 
porque se aduzca la cita del texto 
legal en el oficio dirigido al Gober­
nador, insistiendo en el requeri­
miento.

Tercero. Que conforme a la 
doctrina consagrada en numerosos 
Decretos resolutorios de cuestiones 
de competencia y expuesta en los 
considerandos anteriores, el hecho 
de hacer -un solo requerimiento, 
para tres juicios y la omisión en el 
oficio inh'b'torio de la cita de un 
texto legal que atribuya á la Admi-
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ran el equilibrio perturbado, atenua­
ran al menos sus rigores, con una 
posible reparación del daño causa- 
jo, al mismo tiempo que llevaran a 
los espíritus la paz de que tan nece- i 
sitados estaban, al restablecer los 
principios básicos que descarada­
mente infringieron Leyes sustenta- | 
das en despótico y absorbente po­
der personal. Por ello, el Gobierno 
provisional de la República, en 20 
de abril de 1931, acordó condicio­
nar el plazo de cuatro años estable­
cido en el artículo 19 de la Ley re- i 
formada de 22 de julio de 1894 de 10 
Contencioso-administrativo, para la ’ 
declaración de la lesividad al inte­
rés público de los actos y resolu­
ciones de la Administración, y que 
con tal carácter, ampliando el plazo, 
pudieran entablarse los recursos 
administrativos contra las resolucio­
nes que les hicieran viables en los 
casos prevenidos en cada artículo; 
plazos que posteriormente, ante 
exigencias inexcusables, fueron am­
pliados en distintas ocasiones, la 
última en 11 de abril último, pero 
sólo en beneficio de las Corpora­
ciones provinciales y municipales, 
puesto que se eliminó de aquéllas 
el derecho individual para recu­
rrirías.

Mas como no sería equitativo 
este criterio de excepción, como pa­
rece ser el seguido por el Gobierno 
de la República, relacionado con el 
asunto que ahora nos ocupa, al 
acordar tan ampliamente para las 
Corporaciones legales lo que de 
modo restrictivo otorgó á los par­
ticulares, sin que se apunte la ex­
plicación satisfactoria que pudiera 
poner de relieve las causas eficien­
tes que a ello determinaron, ante la 
inexistencia de éstas, parece opor­
tuno establecer igualatoriamente 
nuevo plazo, dentro del que los in­
teresados puedan interponer el re­
curso pertinente para la defensa de 
sus intereses que estimaran han 
sido perjudicados por acuerdos mu­
nicipales adoptados desde el 13 de 
septiembre de 1923 a 14 de abril 
de 1931, siempre que acomodándo­
se al precepto legal hubieran sido 
ocurridos previamente en reposi- 
c'ón ante las respectivas Corpora 
cienes municipales, siquiera la re­
solución recaída en el asunto no 
hubiera sido notificada, a pretexto 
de ampararse en el silencio admi- 
n'strativo, pues además de aconse­
jarlo el principio de igualdad en 
que se asienta este régimen, lo re­
clama la probable confusión que 
Pudo existir al derogarse por el De­

creto de 15 de abril de 1931 di- , 
versas disposiciones del Régimen 
caído, sometiéndolas a revisión, al 
no tenerse la certeza por los partí- j 

culares de las disposiciones que, | 
como preceptos reglamentarios, 
quedaban vigentes, lo que pudo dar 
margen para que dejaran de inter­
ponerse a la sombra de las mismas 
recursos contencioso - administrati­
vos procedentes, con evidente per­
juicio para los ciudadanos.

Por todo ello, a propuesta de la 
Presidencia del Consejo de Minis­
tros y de acuerdo con éste,

Vengo en decretar lo siguiente: 
Articulo único. Se establece el 

plazo de un mes para que los inte­
resados en cualquier acuerdo de la 
Administración municipal adoptado 
por la misma desde el 13 de sep­
tiembre de 1923 a 14 de abril de 
1931, que estimen perjudicial a sus 
intereses, puedan ejercitar el recur­
so contencioso-administrativo con­
tra el mismo, si previamente hubie­
sen interpuesto contra aquél el de 
reposición, aunque no se hubiera 
notificado la resolución recaída, a 
pretexto de ampararse la Adminis­
tración en el silencio administrativo.

Dado en Madrid a quince de julio 
de mil novecientos treinta y dos.— 
Niceto Alcalá-Zamora y Torres.= 
El Presidente del Consejo de Mi­
nistros, Manuel Azaña.

(Gaceta 17 julio 1932).

GOBIERNO CIVIL
Habiendo sido aprobado en sesión 

de 14 del corriente por la Comisión 
gestora provincial el acta de recep­
ción definitiva de las obras de cons­
trucción de un edificio destinado a Pa­
bellón de Cirugía general y Radiolo­
gía del Hospital provincial de Burgos, 
de las que es contratista D. Antonio 
Mendizábal, vecino de San Sebas­
tian, con el fin de dar cumplimiento 
a lo prevenido en la Real Orden de 
3 de agosto de 1910 y demás dispo­
siciones vigentes, y a los efectos 
de la devolución de la fianza a di­
cho contratista; he dispuesto que se 
publique este anuncio en el periódi­
co oficial de-la provincia, al objeto 
de que en un plazo que no excede­
rá de 30 dias naturales se presen­
ten por las personas interesadas las 
reclamaciones a que haya podido 
haber lugar, advirtiendo que pasa­
do dicho plazo sin haber sido envia­
das se entenderá que no hay recla­
mación alguna.

Burgos 19 de julio de 1932.
El Gobernador, ¿ 

Ernesto Vega. 

Circular.
El Alcalde de Vileña me comuni­

ca ha desaparecido de aquel pueblo, 
una galga de cuatro años, pelo pardo, 
con el morro blanco, un sobrehueso 
en el corvejón de la pata derecha, la 
falta una uña de uno de los dedos de 
la misma mano y lleva una cuerda 
al cuello.

Lo que se publica a fin de que 
se dé cuenta por quienes sepan su 
paradero a la Alcaldía mencionada.

Burgos 20 de julio de 1932.
El Gobernador,

Ernesto Vega.

JUNTA PROVINCIAL DE BENEFICENCIA

Sesión celebrada él día 4 de julio 
de 1932.

Previa convocatoria, y en el des­
paño del Excmo. Sr. Gobernador 
civil D. Ernesto Vega Manteca, ba­
jo su presidencia, se reunieron los 
Sres. Vocales siguientes: D. Carlos 
Ignacio García, D. Valeriano Flórez 
Estrada, D. José María Hortelano, 
D. Francisco Gaspar Lasheras, don 
Jerónimo Carballera, D. Máximo 
Asenjo y el Secretario-Administra­
dor D. Juan Picón y en virtud de 
existir número suficiente de vocales 
para celebrar sesión, y que los 
acuerdos sean firmes, con arreglo a 
las disposiciones vigentes, el señor 
Presidente, siendo las diez y nueve 
horas del día arriba indicado, decla­
ró abierta la sesión y dispone que, 
por el Secretario Administrador, sea 
leída el acta de la anteriorlor,que, ve­
rificado, quedó aprobada por unani­
midad.

El Vicepresidente D. Carlos Ig­
nacio García, pide hacer uso de la 
palabra y concedida, da la bienveni­
da al Excmo'. Sr. Gobernador civil 
D. Ernesto Vega Manteca, en nom­
bre propio y de los demás compa­
ñeros de Junta, manifestándole que 
están a su disposición para todo 
cuando le pueda ser útil, tanto en 
los asuntos que se relacionen con la 
Beneficencia como particulares. El 
Excmo. Sr. Gobernador civil agrade­
ce los ofrecimientos que en nombre 
propio y de la Junta le hace el señor 
Vicepresidente, manifestando que 
está a la recíproca para laborar en 
unión de los señores que componen 
la Junta con cuanto se relaciona en 
bien de estas instituciones benéfi­
cas.

Cuenta de un informe del Minis­
terio de Instrucción Pública y Bellas 
Artes admitiéndole la renuncia de 
Patrono familiar de la Fundación de 
D. Francisco de la Arena y López,

de las Escuelas de Burceña y Villa- 
lázara a D. Pedro Ruiz de la Arena 
y nombrando interinamente a esta 
Junta, la que queda enterada y se 
acuerda por unanimidad cumplir las 
órdenes de la Superioridad.

Se da cuenta de una instancia fir­
mada por varios vecinos de la Me- 
rindad de Montija, con relación a la 
Fundación de D. Francisco de la 
Arena y López, solicitando que, por 
el Patronato, se den las órdenes 
oportunas para que la Escuela de la 
citada Fundación en el pueblo de 
Villalázara funcione normalmente. 
El Vocal D. Valeriano Flórez Estra­
da pide la palabra y concedida por la 
Presidencia, manifiesta que es muy 
justa la petición que hacen los veci­
nos de ese pueblo, pero que se ten­
ga en cuenta que hasta que esta 
Junta que está nombrada Patrono 
familiar interino por el Ministerio de 
Instrucción Pública y Bellas Artes 
en comunicación del día 17 de junio 
del año actual, no tenga en su po­
der todos cuantos documentos y va­
lores tiene que entregar el Patrono 
familiar dimisionario, con arreglo a 
las órdenes de la Superioridad de la 
fecha antes indicada, no procede to­
mar acuerdo alguno sobre lo solici­
tado, pues antes es preciso infor­
marse esta Junta del funcionamiento 
de la referida Fundación para con los 
detalles necesarios proceder en jus­
ticia a lo solicitado; por unanimidad 
acuerda ¡o manifestado por el Vocal 
Sr. Estrada.

Cuente de un oficio del Ayunta­
miento de Castrogeriz con relación 
a las fundaciones «Escuelas y Cá­
tedra de la Latinidad», con el fin de 
que se envíen a la Superioridad las 
cuentas de las referidas fundaciones 
para si son aprobadas, poder co­
brar los intereses de las inscripcio­
nes números 923 y 924 que están 
en suspenso -desde l.° de enero de 
1928 privándose por tanto de poder 
cumplir los fines fundacionales; se 
acuerda por los señores asistentes a 
la sesión, que con urgencia se trami­
te lo solicitado por el Ayuntamiento 
de Castrogeriz.

Cuenta de dos telegramas de la 
Dirección general de 1.a enseñanza 
con relación a la Fundación de don 
Agustín Villota, radicante en Medina 
de Pomar, amonestando se cumpli­
mente lo ordenado por la Superiori- 
jad de fecha 14 de enero del, año 
1930, comunicado en 7 de julio y 10 I le noviembre de 1931, con el fin de 
iroveer el Patronato familiar de la 
-eferida Fundación, que en la actua- 

■ Jad lo desempeña interinamente
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esta Junta desde el año 1913; el Se- | 
cretario indica a los Sres. Vocales 
asistentes a esta Junta, que por el 
Sr. Vicepresidente D. Carlos Igna­
cio Garcia se informó a la Superio­
ridad en instancia que elevaron los 
Sres. Censores a la misma en de­
manda del referido Patronato fami- 

. liar y de que presentaran las cuen­
tas durante el ejercicio de esta 
Junta; con relación al Patronato re­
conoce la Superioridad que solo 
puede ser desempeñado por descen­
dientes de la familia Villota que, por 
indicarlo así el testador en la escri­
tura fundacional, y con respecto a la 
contabilidad de la Fundación, tam­
bién procede sean revisadas por los 
Sres. Censores de la Fundación las 
cuentas de la misma, por constar 
igualmente en los Estatutos funda­
cionales.

Se acuerda por unanimidad con­
testar telegráficamente a la Direc­
ción general de 1.a enseñanza que 
se cumplimentarán sus órdenes en 
la forma que lo tiene ordenado y 
que por el Secretario se confeccio­
ne el grupo de cuentas de esta Fun­
dación con la Asesoría del Sr. Vice­
presidente D. Carlos Ignacio Gar­
cía, en el plazo de 8 días y se le 
envíen a los Censores para su apro­
bación o reparos y con este requisi­
to se enviará a la Superioridad; tam­
bién se acuerda incoar el expedien­
te en la forma que indica la Direc-
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que la misma se refiere se ha dicta­
do la sentencia, que copiada en la 
parte necesaria, dice:

Sentencia.—En la villa de San 
Juan del Monte a 4 de julio de 1932. ¡ 
Visto el jui'cio de faltas que antece­
de, celebrado por desobediencia a 
la autoridad y alboroto en la vía pú- : 
blica por Olimpio Rocha Antona, , 
soltero, de 22 años de edad, natural , 
y domiciliado en esta villa, su do- , 
micilio ignorado en la actualidad, y, j 
por tanto, declarado rebelde, ha- , 
biendo sido parte en el mismo el 
Ministerio Fiscal y siendo Juez mu­
nicipal el suplente D. Fortunato Ro­
cha Sanz,por la incompatibilidad del 
propietario, que fué parte como des- • 
acatado.

Fallo: Que debo condenar y con­
deno, de acuerdo con el dictamen 
fiscal, a Olimpio Rocha Antona, a 
la multa de 25 pesetas y reprensión 
determinada en el 589 del Código 
Penal, que llevará a efecto en pa­
pel de pagos al Estado y a que pa­
gue las costas y gastos de este jui­
cio, con el reintegro consiguiente, 
y en caso de insolvencia a la de 
prisión subsidiaria, a razón de un día 
por cada cinco pesetas que dejara 
de satisfacer. Así por esta mi sen­
tencia, definitivamente juzgando, lo 
pronuncio, mando y firmo.=Fortu- 
nato Rocha.

Y para que se inserte en el Bole 
tin Oficial de la provincia, por la 

PROVÍNCIÁ DÉ BÜRCjÓS

ley de Er juiciamento Crimina', aper­
cibiéndoles que de no comparecer 
ai ser habidos serán declarados re­
beldes.

Haro 18 de julio de 1932.=E1 
Juez de instrucción en funciones, 
Arturo Marcelino del Prado.

Vendrell.

Requisitoria.
Ornar Giménez (Paulino) y Do­

mínguez Pérez (Fructuoso), el pri­
mero hijo de Pedro y Hermenegil- 
da, de 40 años, natural de Burgos o 
Brugos, sin instrucción, soltero y 
sin antecedentes penales, y el se­
gundo h'jo de Domingo y de María, 
de 58 años, natural de Valladolid, 
viudo, con instrucción y sin antece­
dentes penales, ambos mendigos de 
profesión y sin domicilio conocido, 
procesados en causa número 29 de 
1931, de este Juzgado de Vendrell, 
sobre robo, comparecerán dentro 
del término de diez días ante este 
Juzgado de instrucción para ingre­
sar en prisión, por haberse asi acor­
dado por la Superioridad, dejando 
sin efecto la libertad provisional en 
que actualmente se hallan, bajo 
apercibimiento deque si no compa 
recen les parará el perjuicio a que 
hubiere lugar en derecho y serán 
declarados rebeldes.

Al propio tiempo se interesa de 
todas las Autoridades y Agentes de 
Policía se proceda a la busca y cap 

acerca del trazado de dicha carre­
tera, así como de la clasificación de 
la misma, advirtiendo que el pro­
yecto se halla de manifiesto en la 
Jefatura de Obras públicas de esta 
provincia.

Burgos 20 de julio de 1932.=E1 
Ingeniero Jefe, Rafael Zumárraga.

REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE ARANDA 
DE DUERO

EDICTO

D. Jerónimo Diez Gervás, Regis­
trador de la Propiedad de Aranda 
da de Duero y su partido,
Hago saber: Que D. Jerónimo 

Lázaro López ha inscrito a su fa­
vor en este Registro, con sujeción 
al párrafo 3.° del artículo 20 de la 
ley Hipotecaria y 87 de su Regla­
mento, la finca siguiente, situada 
entre las de esta población.

Una casa de planta baja y un 
piso, al barrio de Allende Duero, 
calle de San Lázaro; linda derecha 
entrando otra de Vicente Cano 
Sauz, izquierda y espalda la de he­
rederos de José Fernández Martí­
nez y frente la citada calle de San 
Lázaro.

Y por el presente edicto, se pone 
en conocimiento de cuantos puedan 
estar interesados en la referida ins­
cripción.

Aranda de Duero 4 de julio de 
1932.=Jerónimo Diez Gervás.

ción general de 1.a enseñanza.
El Secretario da cuenta del ba­

lance con el Banco de España del 
semestre del año actual, en relación 
a las cuentas corrientes que obran en 
dicho Establecimiento Bancario con 
la Junta provincial de Beneficencia 
y las Fundaciones Fernández y don 
Antonio Díaz, lo que controlado con 
los resguardos del Banco y las libre­
tas del Secretario es conforme; tam­
bién manifiesta y exhibe el Secreta­
rio-Administrador que durante su 
gestión lleva su cuenta corriente 
con cada Fundación, lo que repasa 
el Vocal Sr. Flórez Estrada y mues­
tra su agrado, manifestando que, en 
el informe que está haciendo con 
motivo de la inspección que le tiene 
encomendada la Superioridad, lo 
hará constarlos demás compañeros 
de Junta quedan enterados.

Burgos 16 de julio 1932.=E1 Go­
bernador-Presidente, Ernesto Vega.

PROVIDENCIAS JUDICIALES
San Juan del Monte.

D. Fortunato Rocha Sanz, Juez mu­
nicipal suplente de esta villa,
Hagos:ber: Que en el juicio a

rebeldía del denunciado, y le sirva 
de notificación, se expide la pre­
sente en San Juan del Monte a 12 
de julio de 1932.=EI Juez munici­
pal suplente, Fortunato Rocha.=EI 
Secretario, Luis Merino.

Haro.
Requisitoria.

Angulo Mazón (Eugenio), natural 
de San Martín de Losa (Burgos), de 
26 años de edad, soltero, jornalero, 
ambulante; Esteban Sánchez (Ino­
cencio), natural de Pola de Siero 
(Oviedo), de 19 años de edad, sol 
tero, panadero y vecino últimamen­
te en Alfaro, y Corbacho Requejo 
(Severino), de 24 años de edad, na­
tural de Cambados (Pontevedra), de 
profesión zapatero ambulante, pro­
cesados por estafa a la Compañía 
del Norte por viajar sin billete, en 
causa número 80 del año actúa', 
comparecerán en el término de diez 
días ante este Juzgado de ínstruc- 

, ción de Haro para constituirse en 
prisión, notificarles el auto de ter­
minación del sumario y ser empla 
zados, y como comprendidos en el 
número .3.° del articulo 835 de la

tura de los indicados sujetos y, case 
de ser habidos, sean puestos a dis­
posición de este Juzgado de Instruc­
ción.

Vendrell 13 de julio de 1932.—El 
Juez de instrucción, Carlos M. Gar­
cia Rodríguez.—El Secretario judi­
cial, Isidro Marcer.

Anuncios Oficiales
JEFATURA DE OBRAS PUBLIGAS BE BURGOS

Debiendo procederse a la forma­
ción del expediente informativo co­
rrespondiente a la carretera de ter­
cer orden de Villadiego a Aguilar de 
Campoo, sección de Humada al lí 
mite de la provincia, y .en cumpli 
miento de lo dispuesto en el artícu­
lo 14 del Reglamento de l.° de 
agosto de 1877, para la ejecución de 
la Ley de carreteras de 4 de mayo 
del mismo año, y en virtud de la 
facultad que me concede la Ley de 
20 de mayo del año actual, he acor­
dado anunciarlo al público, señalan­
do un plazo de treinta días para que 
las Corporaciones y partícu'ares ex­
pongan lo que consideren oportuno

Alcaldía de Castrogeriz.
Se recuerda a los Ayuntamientos 

del partido que deben satisfacer sus 
cuotas por contingente de gastos 
de administración de justicia corres­
pondientes al l.° y 2.° trimestres 
del actual ejercicio, en lo que resta 
del presente mes.

De no hacerlo asi, se procederá 
al nombramiento de un comisionado 
que haga efectivas las deudas por 
la vía de apremio.

Castrogeriz 20 de julio de 1932. 
=E1 Alcalde, Emerenciano Cobo.

ANUNCIOS PARTIC «LARES
El dia 17 del corriente se extra­

vió del pueblo de Quintanarruz 
(Burgos) un caballo de tres años, 
pelo castaño, calzado de las tres ex 
tremidades y con un lunar en la 
frente. La persona que lo haya re 
cogido puede dar aviso a su dueño, 
Emilio Rodríguez, vecino de dicho 
pueblo, quien pagará los gastos.


